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Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admiten los recursos de APELACIÓN formulados 

por las partes y el grado jurisdiccional de consulta en favor de la demandada, 

respecto de la sentencia de primera instancia, una vez, ejecutoriado este auto, 

por Secretaría se correrá traslado virtual común por un término de cinco (5) 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico, de 

conformidad con la norma en cita y el artículo 9 ibidem, advirtiendo a las partes 

el deber de allegar los alegatos a la sede electrónica de la Secretaría de la 

Sala Laboral sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y, se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTANSE los recursos de APELACIÓN formulados por las 

partes y el grado jurisdiccional de consulta en favor de la demandada, respecto 

de  la sentencia proferida en primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 

cinco (5) días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 
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sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  

 

 

-Firma Electrónica- 

MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 
MAGISTRADA 

 
 
 
 
 
 
 

Firmado Por:

Monica Teresa Hidalgo Oviedo

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional
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Tribunal Superior De Cali - Valle Del Cauca
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: d7e4517532551a9a03964191be3fb660242b8e8e5bcae8ad0a0db2c975cf00df
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Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admite la APELACIÓN formulada por la parte 

demandante contra sentencia de primera instancia, una vez, ejecutoriado este 

auto, por Secretaría se correrá traslado virtual común por un término de cinco 

(5) días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico, de 

conformidad con la norma en cita y el artículo 9 ibidem, advirtiendo a las partes 

el deber de allegar los alegatos a la sede electrónica de la Secretaría de la 

Sala Laboral sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y, se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE la APELACIÓN formulada por la parte demandante en 

contra de la sentencia proferida en primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 

cinco (5) días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  
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TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  

 

 

-Firma Electrónica- 

MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 
MAGISTRADA 

 
 
 
 
 
 
 

Firmado Por:

Monica Teresa Hidalgo Oviedo

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 008 Laboral

Tribunal Superior De Cali - Valle Del Cauca
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admite el recurso de APELACIÓN formulado por 

la parte demandada en contra de la sentencia de primera instancia, una vez, 

ejecutoriado este auto, por Secretaría se correrá traslado virtual común por un 

término de cinco (5) días, para que aleguen por escrito, a través del correo 

electrónico, de conformidad con la norma en cita y el artículo 9 ibidem, 

advirtiendo a las partes el deber de allegar los alegatos a la sede electrónica 

de la Secretaría de la Sala Laboral sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, como a 

todas las partes a sus direcciones electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y, se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE el recurso de APELACIÓN formulado por la parte 

demandada en contra de  la sentencia proferida en primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 

cinco (5) días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 
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sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  

 

 

-Firma Electrónica- 

MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 
MAGISTRADA 

 
 
 
 
 
 
 

Firmado Por:

Monica Teresa Hidalgo Oviedo

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 008 Laboral

Tribunal Superior De Cali - Valle Del Cauca
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: b68fd9c40ee765b0d320a4ef6d896f8110a7379f35380cb73d265f5e213541ab
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Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admiten los recursos de APELACIÓN formulados 

por las partes y el grado jurisdiccional de consulta en favor de la demandada, 

respecto de la sentencia de primera instancia, una vez, ejecutoriado este auto, 

por Secretaría se correrá traslado virtual común por un término de cinco (5) 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico, de 

conformidad con la norma en cita y el artículo 9 ibidem, advirtiendo a las partes 

el deber de allegar los alegatos a la sede electrónica de la Secretaría de la 

Sala Laboral sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y, se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTANSE los recursos de APELACIÓN formulados por las 

partes y el grado jurisdiccional de consulta en favor de la demandada, respecto 

de la sentencia de primera instancia. 

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 

cinco (5) días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 

mailto:sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  

 

 

-Firma Electrónica- 

MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 
MAGISTRADA 

 
 
 
 
 
 
 

Firmado Por:

Monica Teresa Hidalgo Oviedo

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 008 Laboral

Tribunal Superior De Cali - Valle Del Cauca
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 30c9520ce038c616f578640d838f1fe71a2cc6f9fdda8c0157f832669c218091

Documento generado en 13/04/2023 02:47:31 PM
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 
SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 
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Cali, diez (10) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente, se admite el recurso de apelación interpuesto por el 

apoderado judicial de la ejecutante COLFONDOS S.A. PENSIONES Y 

CESANTÍAS, contra el auto interlocutorio No. 067 de 14 de febrero de 2022, 

proferido por el Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali y, una vez 

ejecutoriado este auto, por Secretaría, se correrá traslado común virtual por 

cinco (5) días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico, de 

conformidad con la norma en cita y el artículo 9 ibídem, advirtiendo a las partes 

el deber de allegar los alegatos a la sede electrónica de la Secretaría de la 

Sala Laboral (sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co) como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Art. 78 num. 14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

(https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148), la 

Sala proferirá la decisión. La notificación se hará por ESTADO electrónico en 

la página web de la Rama Judicial, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, 

Sala Laboral. Para consultas, ingresar a: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/145  

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE el recurso de apelación interpuesto por el apoderado 

judicial de la ejecutante COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, contra 

el auto interlocutorio No. 067 de 14 de febrero de 2022, proferido por el Juzgado 

Veinte Laboral del Circuito de Cali.  
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SEGUNDO: Por Secretaría, córrase traslado común virtual por cinco (5) días, 

para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 

(sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co), conforme lo expuesto en la parte motiva de 

esta providencia. 

 
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta providencia por ESTADO electrónico en la 

página web de la Rama Judicial, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, 

Sala Laboral. Para consultas, ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-

superior-de-cali-sala-laboral/145    

 

(firma digital) 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

MAGISTRADA 

Firmado Por:

Monica Teresa Hidalgo Oviedo

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 008 Laboral

Tribunal Superior De Cali - Valle Del Cauca
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Cali, diez (10) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente, se admite el recurso de apelación interpuesto por el 

apoderado judicial de la ejecutante ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., contra el auto interlocutorio 

No. 503 de 03 de junio de 2022, proferido por el Juzgado Veinte Laboral del 

Circuito de Cali y, una vez ejecutoriado este auto, por Secretaría, se correrá 

traslado común virtual por cinco (5) días, para que aleguen por escrito, a través 

del correo electrónico, de conformidad con la norma en cita y el artículo 9 

ibídem, advirtiendo a las partes el deber de allegar los alegatos a la sede 

electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

(sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co) como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Art. 78 num. 14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

(https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148), la 

Sala proferirá la decisión. La notificación se hará por ESTADO electrónico en 

la página web de la Rama Judicial, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, 

Sala Laboral. Para consultas, ingresar a: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/145  

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE el recurso de apelación interpuesto por el apoderado 

judicial de la ejecutante ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., contra el auto interlocutorio No. 503 de 03 de 

junio de 2022, proferido por el Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali.  

mailto:sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148
https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/145
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SEGUNDO: Por Secretaría, córrase traslado común virtual por cinco (5) días, 

para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 

(sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co), conforme lo expuesto en la parte motiva de 

esta providencia. 

 
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta providencia por ESTADO electrónico en la 

página web de la Rama Judicial, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, 

Sala Laboral. Para consultas, ingresar a: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/145    

 

(firma digital) 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

MAGISTRADA 

Firmado Por:

Monica Teresa Hidalgo Oviedo

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 008 Laboral

Tribunal Superior De Cali - Valle Del Cauca
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Cali, diez (10) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente, se admite el recurso de apelación interpuesto por el 

apoderado judicial de la ejecutante ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., contra el auto interlocutorio 

No. 115 de 01 de febrero de 2023, proferido por el Juzgado Veinte Laboral del 

Circuito de Cali y, una vez ejecutoriado este auto, por Secretaría, se correrá 

traslado común virtual por cinco (5) días, para que aleguen por escrito, a través 

del correo electrónico, de conformidad con la norma en cita y el artículo 9 

ibídem, advirtiendo a las partes el deber de allegar los alegatos a la sede 

electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

(sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co) como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Art. 78 num. 14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

(https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148), la 

Sala proferirá la decisión. La notificación se hará por ESTADO electrónico en 

la página web de la Rama Judicial, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, 

Sala Laboral. Para consultas, ingresar a: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/145  

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE el recurso de apelación interpuesto por el apoderado 

judicial de la ejecutante ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., contra el auto interlocutorio No. 115 de 01 de 

febrero de 2023, proferido por el Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali.  

 

mailto:sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148
https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/145
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SEGUNDO: Por Secretaría, córrase traslado común virtual por cinco (5) días, 

para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 

(sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co), conforme lo expuesto en la parte motiva de 

esta providencia. 

 
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta providencia por ESTADO electrónico en la 

página web de la Rama Judicial, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, 

Sala Laboral. Para consultas, ingresar a: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/145    
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Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admiten las APELACIONES formuladas por las 

apelaciones presentadas por los apoderados judiciales de la DEMANDANTE 

y todas y cada una de la litis consortes, respectivamente, respecto de la 

sentencia de primera instancia, una vez, ejecutoriado este auto, por Secretaría 

se correrá traslado virtual común por un término de 5 días, para que aleguen 

por escrito, a través del correo electrónico, de conformidad con la norma en 

cita y el artículo 9 ibidem, advirtiendo a las partes el deber de allegar los 

alegatos a la sede electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE las APELACIONES formuladas por las apelaciones 

presentadas por los apoderados judiciales de la DEMANDANTE y todas y cada 

una de la litis consortes, respectivamente, respecto de la sentencia de primera 

instancia, respecto de la sentencia proferida en primera instancia.  
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SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

  

  

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  
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Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admite la CONSULTA de la sentencia de primera 

instancia, una vez, ejecutoriado este auto, por Secretaría se correrá traslado 

virtual común por un término de 5 días, para que aleguen por escrito, a través 

del correo electrónico, de conformidad con la norma en cita y el artículo 9 

ibidem, advirtiendo a las partes el deber de allegar los alegatos a la sede 

electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE la CONSULTA respecto de la sentencia proferida en 

primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 
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sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

  

  

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  
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Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admite la CONSULTA en favor del 

DEMANDANTE respecto de la sentencia de primera instancia, una vez, 

ejecutoriado este auto, por Secretaría se correrá traslado virtual común por un 

término de 5 días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico, 

de conformidad con la norma en cita y el artículo 9 ibidem, advirtiendo a las 

partes el deber de allegar los alegatos a la sede electrónica de la Secretaría 

de la Sala Laboral sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes 

a sus direcciones electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE se admite la CONSULTA en favor del DEMANDANTE 

respecto de la sentencia proferida en primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  
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TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

  

  

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  
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Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admite la APELACIÓN presentada por la 

apoderada de PORVENIR S.A., así como la CONSULTA de la sentencia de 

primera instancia, una vez, ejecutoriado este auto, por Secretaría se correrá 

traslado virtual común por un término de 5 días, para que aleguen por escrito, 

a través del correo electrónico, de conformidad con la norma en cita y el 

artículo 9 ibidem, advirtiendo a las partes el deber de allegar los alegatos a la 

sede electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE la APELACIÓN presentada por la apoderada de 

PORVENIR S.A., así como la CONSULTA respecto de la sentencia proferida en 

primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 
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sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

  

 CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  
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Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 
 
Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admiten las APELACIONES formuladas por 

apoderados de PROTECCIÓN S.A. y COLPENSIONES, así como la 

CONSULTA de la sentencia de primera instancia, una vez, ejecutoriado este 

auto, por Secretaría se correrá traslado virtual común por un término de 5 días, 

para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico, de conformidad 

con la norma en cita y el artículo 9 ibidem, advirtiendo a las partes el deber de 

allegar los alegatos a la sede electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE las APELACIONES formuladas por los apoderados de 

PROTECCIÓN S.A. y COLPENSIONES, así como la CONSULTA respecto de 

la sentencia proferida en primera instancia.  
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SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

   

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  

 

 

-Firma Electrónica- 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

MAGISTRADA 
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Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admite la APELACIÓN formulada por apoderado 

de COLPENSIONES, así como la CONSULTA de la sentencia de primera 

instancia, una vez, ejecutoriado este auto, por Secretaría se correrá traslado 

virtual común por un término de 5 días, para que aleguen por escrito, a través 

del correo electrónico, de conformidad con la norma en cita y el artículo 9 

ibidem, advirtiendo a las partes el deber de allegar los alegatos a la sede 

electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE la APELACIÓN formulada por apoderado de 

COLPENSIONES, así como la CONSULTA respecto de la sentencia proferida 

en primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 
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sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

   

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  

 

 

-Firma Electrónica- 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

MAGISTRADA 
 
 
 
 
 
 
 

Firmado Por:

Monica Teresa Hidalgo Oviedo

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 008 Laboral

Tribunal Superior De Cali - Valle Del Cauca
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 933e28b46d13af2b5e1ae1da68c06d28d4a35839142b3184a124c325d8d2d0a5

Documento generado en 13/04/2023 02:47:50 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 
 
 

REF. ORDINARIO DE LUZ NELLY ZAPATA DURÁN 
VS. COLFONDOS S.A., PROTECCIÓN S.A., COLPENSIONES 

LITIS: PORVENIR S.A. 
 RADICACIÓN: 760013105 017 2022 00287 01 

 

AUTO NÚMERO 285 

 

Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admiten las APELACIONES presentadas por los 

apoderados de COLPENSIONES y de PORVENIR S.A., así como la 

CONSULTA de la sentencia de primera instancia, una vez, ejecutoriado este 

auto, por Secretaría se correrá traslado virtual común por un término de 5 días, 

para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico, de conformidad 

con la norma en cita y el artículo 9 ibidem, advirtiendo a las partes el deber de 

allegar los alegatos a la sede electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE las APELACIONES las APELACIONES presentadas 

por los apoderados de COLPENSIONES y de PORVENIR S.A., así como la 

CONSULTA respecto de la sentencia proferida en primera instancia.  
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SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

   

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 

 

REF. ORDINARIO DE ÁLVARO GÓMEZ PASTRANA  
VS. UNIVERSIDAD DEL VALLE 

RADICACIÓN: 760013105 012 2010 00765 021 

 

 
Hoy trece (13) de abril de 2023, surtido el trámite previsto en el artículo 82 del 

CPTYSS, la SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI, integrada por los magistrados 

MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO, quien la preside en calidad de ponente, 

LUIS GABRIEL MORENO LOVERA y CARLOS ALBERTO OLIVER GALÉ, 

resuelve la CONSULTA de la sentencia absolutoria No. 118 dictada por el 

JUZGADO DÉCIMO LABORAL DE DESCONGESTIÓN DEL CIRCUITO DE CALI 

el 21-06-2013, dentro del proceso ordinario laboral que promovió ALVARO GÓMEZ 

PASTRANA contra la UNIVERSIDAD DEL VALLE, con radicación No. 760013105 

012 2010 00765 02 con base en la ponencia discutida y aprobada en Sala de Decisión 

llevada a cabo el 12 de abril de 2023, como consta en el Acta No. 21, tal como lo 

regulan los artículos 54 a 56 de la ley 270 de 1996.  

 

La Sala identifica vicios de nulidad que impiden un pronunciamiento de fondo en el 

presente asunto, relativos al presupuesto procesal de jurisdicción, por lo que, se 

procede a proferir el siguiente, 
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El señor ALVARO GÓMEZ PASTRANA, por medio de apoderado judicial, presentó 

demanda contra la UNIVERSIDAD DEL VALLE con el fin de que se declare la 

ineficacia de la reclasificación que le efectuó la demandada y se le restituya dentro 

del <escalafón interno= como trabajador oficial, a semejanza de otros <vigilantes 

supervisores= clasificados como tal, desde que fue nombrado como vigilante en 

1975. Que se reconozca y pague todos los derechos salariales desde noviembre de 

1975 y hasta la fecha en que se haga efectivo su pago indexado, teniendo en cuenta 

el que perciben sus homólogos, además de excedentes por vacaciones de 30 días 

y primas de servicios por 70 días, indemnización por mora en el pago de las 

cesantías en febrero 14 de cada año, horas extras laboradas, pensión de jubilación 

a semejanza de MARCO ALEX GOMÉZMONCAYO, y demás derechos con trato 

igual a los demás trabajadores oficiales con aplicación de los principios laborales, 

más costas y agencias en derecho.  

Fundamenta las pretensiones en que ingresó a laborar el 15 de junio de 1975, con 

suscripción de un contrato de trabajo como <contratista-administración central-

conservación y seguridad=, con funciones de vigilante, al que renunció el 25-11-1975 

para desempeñarse como aseador, cargo considerado como trabajador oficial. Que 

por resolución No. 584 del 3-12-1975 fue trasladado de la Sección de Vigilancia a la 

de Aseo desde el 25-11-1975, cargo del que tomó posesión. Mediante Resolución 14 

de enero 17 de 1980 fue nombrado conserje desde el 26-11-1979 y luego, con 

Resolución 16 de 10-01-1980 se le nombra vigilante, considerado trabajador oficial. 

Que el 15-07-1980 se expide resolución de auxilios por la división de relaciones 

laborales que lo clasifica como trabajador oficial y le pagan prima de antigüedad, 

igualmente con resolución 153 de 17-03-1982 y otra, de 1983. Mediante resolución 

073 de 9-02-1984 fue trasladado como vigilante y le modifican la clasificación como 

empleado público, infringiendo el ius variandi y el principio de a trabajo igual, salario 

igual. Que mediante resolución 010 de enero 23 de 1979 fue nombrado aseador , que 

el 4 de diciembre de 1982 presentó solicitud a la Universidad reclamando sus 

derechos, y también el 22-09-1993 reclamación por parte del sindicato. Luego el 15-

11-1995. El 17-03-2009 le niegan la pensión de jubilación. Mediante Resolución 762 

de 1 de junio de 1999 le reconocen pensión de jubilación al supervisor Domingo 



Gómez. Mediante resolución de 14-03-2000 lo nombran como vigilante y catalogan 

como empleado público. Insiste en su derecho a la pensión y el 3 de agosto de 2007 

le niegan la pensión. Eleva nueva solicitud, invocando el caso de Marco Alex Gómez 

Moncayo, siendo negada el 17-03-2009. Que agotó reclamación administrativa por 

última vez en mayo de 2010.  

De manera que desde la demanda y sus anexos se tiene especificado por el 

demandante que sus funciones fueron las siguientes: 

 

Tales hechos con algunas aclaraciones no fueron discutidos por la Universidad en su 

contestación a la demanda (fls. 77-95), motivo por el cual propuso la excepción previa 

de <falta de jurisdicción y competencia funcional= (fl. 85), aduciendo que el cargo de 

Supervisor de Vigilancia está clasificado como de empleado público. Acompañó los 

Estatutos de la Universidad y el Acta de la <Comisión de Reclasificación de Cargos= 

del 2-08-1983 (fl. 106-108) donde consta que el cargo de Supervisor de Vigilancia es 

catalogado como de empleado público.  

La excepción previa se declaró probada en primera instancia, decisión que fue 

revocada por la Sala Laboral de este Tribunal (M.P. Pedro González Escobar) el 29-

02-2012 determinando tener por no probada la excepción previa de falta de jurisdicción 

y ordenó continuar el trámite del presente proceso. Se adujo como razón que <la 

verdadera calidad [del demandante] (trabajador oficial o empleado público), serán 

materia de decisión en la sentencia de mérito que ponga fin al proceso=. 

Funciones Vínculo Autorizado por Duración Desde Hasta Fecha firma Folio Terminación Folio

Vigilancia CAPS R-03-01-13-1969 1 año 15/06/1975 14/06/1976 27/06/1975 15-16 Renuncia 25-11-1975 17

Aseador Traslado R.584 de 3-12-1975 25/11/1975 18, 109

Vigilancia Traslado R. 509 de 6-12-1976 1/12/1976 20, 110

Conserje Traslado 26/11/1979 29/10/1984 22, 37

Vigilancia Traslado R.073 de 9-02-1984 1/02/1984 30, 111

Supervisor 

Vigilancia Ascenso 20/01/1992 30/09/1992 32, 35

Supervisor 

Vigilancia Ascenso

R.1166 de 1992, 

inscrito en escalafón 

de Cra Adva R. 018 

de 5-10-1993 1/10/1992 54, 112

Supervisor 

Vigilancia Incorporación R.429 de 14-03-2000 115-116



Ahora, resulta que la UNIVERSIDAD DEL VALLE, (fls. 152) es un establecimiento 

público del orden departamental, creada mediante Ordenanza No. 12 del 11 de junio 

de 1945, regida constitucionalmente por los artículos 69, 115, inciso 4 y 133 de la Carta 

Política, que pese al reconocimiento de su autonomía universitaria y la potestad de 

darse sus propios estatutos, no está llamada a alterar la clasificación de los servidores 

públicos, gobernada por el marco jurídico general (SL3112-2018, SL343-2021).  

<La regla general es que quien presta sus servicios en organismos y 
entidades de la Rama Ejecutiva del Poder Público y de la Administración 
Pública cuyo objeto principal es el ejercicio de funciones administrativas, es 
empleado público, y solo por excepción, será trabajador oficial quien se 
ocupe en la construcción y sostenimiento de obras públicas. 

Igualmente se erige como derrotero general que quienes prestan sus 
servicios en las empresas industriales y comerciales del Estado son 
trabajadores oficiales, a excepción de los que, conforme a los estatutos de 
dichas empresas, desempeñen actividades de dirección y confianza, que 
serán empleados públicos=. (SL-17470 de 2014, SL-4605-2018). 

 

Esto porque desde antaño se ha reconocido que es la naturaleza o clase de entidad 

(factor orgánico) y la tipología de actividades desarrolladas por el trabajador (factor 

funcional) los que determinan la categoría de la vinculación de un servidor público, 

bien como trabajador oficial -como lo pretende en este caso el demandante- o como 

empleado público (SL-17470 de 2014, SL 3112-2018). 

Una revisión somera de algunas de las decisiones de la Sala de Casación Laboral y 

la Corte Constitucional respecto al tema, permiten señalar como premisas normativas 

que la autonomía universitaria se debe encasillar en la ley (T-574 de 1993, C-547 de 

1994) y acoplarse a los mandatos que por fuera del marco académico o misional están 

establecidos, como lo es aquella relativa a la categorización de empleados públicos o 

de trabajadores oficiales.  

Esto porque la singularidad de entes universitarios autónomos como la Universidad 

del Valle, del nivel territorial, le otorgan características que la <hacen diferente de 

los demás organismos descentralizados con aquel carácter= (CC C-220-1997, 

sentencia 8 jul. 2008, rad. 32158, SL3112-2018) y cuya naturaleza jurídica dispone 



el artículo 57 de la Ley 647 de 2001, así:  

Artículo 57. Las universidades estatales u oficiales deben organizarse como 
entes universitarios autónomos, con régimen especial y vinculados al 
Ministerio de Educación Nacional en lo que se refiere a las políticas y la 
planeación del sector educativo. 
Los entes universitarios autónomos tendrán las siguientes características: 
Personería jurídica, autonomía académica, administrativa y financiera, 
patrimonio independiente y podrán elaborar y manejar su presupuesto de 
acuerdo con las funciones que le corresponden. 
 
El carácter especial del régimen de las universidades estatales u oficiales, 
comprenderá la organización y elección de directivas, del personal docente y 
administrativo, el sistema de las universidades estatales u oficiales, el 
régimen financiero, el régimen de contratación y control fiscal y su propia 
seguridad social en salud, de acuerdo con la presente ley. 
 
Parágrafo. Las instituciones estatales u oficiales de educación superior que 
no tengan el carácter de universidad según lo previsto en la presente ley 
deberán organizarse como establecimientos públicos del orden nacional, 
departamental, distrital o municipal (…). 

 

Lo anterior no significa que se puedan apartar de las regulaciones normativas 

nacionales. Vale tener presente que la ley 30 de 1992 no recogió aquella clasificación 

que traía el Decreto 80 del 2 de enero de 1980 (vigente para el momento de 

vinculación del demandante), que en su artículo 122 señalaba: 

[E]l personal administrativo de las instituciones oficiales de educación 
superior, está integrado por empleados públicos y trabajadores oficiales. 
Tienen la calidad de trabajadores oficiales los obreros que desempeñen 
funciones en construcción, preparación de alimentos, actividades 
agropecuarias, jardinería, aseo y mantenimiento de edificaciones y equipos. 
Los demás empleados administrativos tienen la calidad de empleados 
públicos. 

 

Es más, el artículo 79 de la Ley 30 de 1992, en materia del personal administrativo 

de las universidades señala que: <El estatuto general de cada universidad estatal u 

oficial deberá contener como mínimo y de acuerdo con las normas vigentes sobre 

la materia, los derechos, obligaciones, inhabilidades, situaciones administrativas y 

régimen disciplinario del personal administrativo», estatuto de personal 



administrativo contenido en el Acuerdo No. 004 del 5-06-1984 (fls. 152-212) y 

general contenido en los Acuerdos 001 de 28-01-1994 (fls. 213-230), modificado por 

el Acuerdo 004 de 1-10-1996 (fls. 231-253), Acuerdo 001 del 26-03-2004 (fl.254), 

Acuerdo 015 del 27-09-2001 (fls. 255), Acuerdo 016 de 27-09-2001 (fls. 256-257), 

Acuerdo 030 de 22-12-2003 (fls. 258-259) emanados del Consejo Superior, 

conforme a los cuales se dijo: 

- En el Acuerdo 004 del 5-06-1984 en los artículos 4 y 5 que: 

Artículo 4. Empleados Públicos: Son empleados públicos quienes sean vinculados por la Universidad 
a través de una relación legal reglamentaria.  

Artículo 5. Trabajadores Oficiales: Son trabajadores oficiales aquellas personas que sean vinculadas 
a la Universidad por una relación de carácter contractual laboral, así prevista por la normatividad 
interna de la Universidad. Los trabajadores oficiales se regirán por lo previsto en el respectivo 
contrato, la Convención Colectiva de Trabajo vigente y el reglamento interno de trabajo=. 

  

- En el Acuerdo 001 de 28-01-1994, en el artículo 47 se reguló: 

Artículo 47. Del Personal Administrativo. El personal admnistrativo de la Universidad del Valle está 
integrado por trabajadores oficiales y empleados públicos no docentes. De estos, unos son de 
carrera administrativa y otros de libre remoción y nombramiento.  

Serán trabajadores oficiales quienes cumplan funciones relacionadas con actividades de servicios 
de aseo, de mantenimiento, de restarurante, de transporte, de manejo de equipos, de mensajería y 
quienes auxilien las actividades de salud, de oficina, de laboratorio y biblioteca. 

Las personas que ocupen los cargos correspondientes a estas actividades serán vinculadas 
mediante contrato de trabajo. 

El personal administrativo se rige, en lo pertinente, por las Leyes y Decretos que le son aplicables y 
por el Estatuto del Personal Administrativo que expida el Consejo Superior=. 

  

Ahora, el contenido de la Ley 30 de 1992, le planteó a la Sala de Casación Laboral 

(SL-3112-2018, SL1580-2019) el debate que contrasta dos posturas: 

<i) una que sostiene que las facultades mínimas establecidas en la citada ley, no 
consagran la alusiva a la clasificación de esos tipos de servidores en los estatutos 
generales a que en ella se refiere, pues esta hace parte de una máxima potestad 
que se reserva el legislador y, ii) otra que sostiene que la norma comporta en sí 
misma un régimen de personal administrativo que otorga al estatuto general la 
potestad de calificar la calidad del empleo detentado por los servidores 
administrativos en los entes universitarios=. 



 

De manera que solo por vía estatutaria podría llegar a acreditarse, una remota 

calidad de trabajador oficial, respecto de quien, por sus últimas tareas de Supervisor 

de Vigilancia, no se acopla a aquellas funciones de construcción y sostenimiento de 

obras públicas, establecidas de acuerdo con el marco legal para los trabajadores 

oficiales.  

En efecto, en sentencias SL, 31 en.2006, rad. 25504, SL4440-2017, memorada en 

sentencia SL 2472-2010, se dijo que:    

(I) EL CONCEPTO DE OBRA PÚBLICA 
 
La Sala de Casación Laboral, bajo el criterio orientador de obra pública 
previsto en el artículo 81 del Decreto 222 de 1983, en armonía con el artículo 
674 del Código Civil, sostuvo en algún momento que dicha expresión tenía 
que ver con los bienes de uso público y no con los fiscales. En este sentido, 
en sentencia CSJ SL, 11 ago. 2004, rad. 21494, reiterada en CSJ SL, 31 ene. 
2006, rad. 25504, señaló: 
 
Pues bien, sobre este tópico, comporta precisar por la Sala que el artículo 
674 del Código Civil, después de definir los bienes de la Unión como aquellos 
cuyo <dominio pertenece a la República= (Nación, Departamentos, 
Municipios), diferencia claramente entre  los que su "... uso pertenece a todos 
los habitantes de un territorio, como el de calles, plazas, puentes y caminos= 
relacionándolos como los  "bienes de la Unión de uso público o bienes 
públicos del territorio", con los de <cuyo uso no pertenece generalmente a los 
habitantes...", a los que denomina  "bienes de la unión o bienes fiscales".  
 
Por tanto, mientras los bienes de uso público- calles, plazas, puentes y 
caminos- se caracterizan porque están destinados al uso común de los 
habitantes;  los bienes fiscales son aquellos que forman parte del patrimonio 
estatal, ya sea por disposición constitucional, o porque han sido adquiridos 
por la Nación, los departamentos, los municipios y, en general las entidades 
de derecho público, para destinarlos a la organización de los fines que le son 
propios, siendo su uso común restringido, entes, que a su vez,  tienen sobre 
ellos una propiedad ordinaria, como la de los particulares, que les permite 
gravarlos, enajenarlos, arrendarlos, etc. 
  
De otra parte, el concepto y el objeto de la obra pública, utilizando como 
criterio <solamente orientador= lo previsto por el artículo 81 del Decreto 222 
de 1983 (derogado), corresponden a <la construcción, montaje, instalación, 



mejoras, adiciones, conservación, mantenimiento y restauración de bienes 
inmuebles destinados a un servicio público=. 
 
Hechas las precedentes aclaraciones, la Sala estima que el Tribunal no 
incurrió en ningún yerro al considerar que los bienes fiscales y las obras 
públicas son conceptos diferentes y por otro lado al estimar que esos bienes 
estaban destinados única y exclusivamente para el ejercicio de las funciones 
de la administración Municipal, sin que a ellos tuvieran acceso los usuarios 
de los servicios. 
 
No obstante lo anterior, bajo otra reflexión, la jurisprudencia de esta Sala ha 
tenido una fuerte inclinación a definir la obra pública, no en función al tipo de 
bienes inmuebles públicos, sino a su finalidad, esto es, que se trate de obras 
de utilidad pública, interés social o directamente relacionadas con la 
prestación de un servicio público.  
 
Sobre el punto, por ejemplo, en sentencia CSJ SL2603-2017 se adoctrinó: 
 
Aquí, viene como anillo al dedo lo asentado por esta Sala atinente a que «en 
su sentido natural y obvio la expresión obra pública significa la que es de 

interés general y se destina a uso público. De esa expresión no pueden 
quedar excluidos los bienes de uso público ya construidos, puesto que la ley 
no se limita a la construcción, sino que adicionalmente aspira a reconocer la 
calidad de trabajador oficial a quien labora en obras públicas construidas» 
(sentencia CSJ SL, del 23 de ago. 2000, rad. 14400). 

 

En la misma dirección la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de 
Estado, en concepto CE, del 17 de may. 1979, rad. 1288, dijo: 

 

La reseña de los antecedentes jurisprudenciales del Consejo de Estado 
permite a la Sala retomar el concepto de obra pública atrás expuesto, para 
destacar su más amplia connotación, por cuanto no se limita a definir la obra 
pública, por su destinación a la prestación de un servicio público, o por la 
naturaleza de los recursos empleados en su ejecución sino por razón de su 
afectación a fines de utilidad general y la titularidad del dominio de quien la 
emprende o a cuyo nombre se ejecuta. 

 

[…] Llegados a este punto del sendero, queda fácil entender ahora que los 
oficios descritos desarrollados por el causante, efectivamente guardan una 
relación intrínseca con el sostenimiento de un bien (relleno sanitario) 



destinado al servicio público esencial de aseo, tareas que no solo buscan su 
conservación e impiden su deterioro aparente, sino que además contribuyen 
para que esa obra, en efecto, preste la función que le es propia a su 
naturaleza misma de pública, en aras del interés social.  

 

Y no podría ser de otra manera porque en estricto sentido, el concepto de 
obra pública permite incluir en esta locución diversos tipos de bienes 
inmuebles, tales como los de uso público, los fiscales, los pertenecientes al 
territorio de La Nación o los destinados directamente a un servicio público.  

 

En efecto, la experiencia legislativa, evidenciada principalmente en los 
distintos estatutos de contratación pública (D. 150/1976, D. 222/1983, L. 
80/1993), da cuenta que el legislador no relaciona obra pública ni reserva 
este concepto exclusivamente a los bienes inmuebles de uso público, sino 
que, por el contrario, su uso ha sido más amplio. En esta dirección, el artículo 
68 del Decreto 150 de 1976 enseña que el contrato de obra pública es 
concebido para actividades tales como la «ejecución de estudios, planos, 
anteproyectos, proyectos, localización de obras, asesoría, coordinación o 
dirección técnica y programación» y «construcción, montaje e instalación, 
mejoras, adiciones, conservación y restauración» y, como es fácil advertir, en 
ningún momento limitó esa modalidad contractual a los bienes de uso común.   

 

El Decreto 222 de 1983 que cita in extenso el recurrente en apoyo de su 
argumento, tampoco restringe esta locución a este tipo de dominio. En efecto, 
una nueva lectura del artículo 81 de dicho estatuto permite entender que a 
juicio del legislador extraordinario, la obra pública abarca todo bien inmueble 
que tenga connotación pública (interés general) o que esté destinado 
directamente a un servicio público. La disposición en cuestión establece: 

 

ARTÍCULO 81. DEL OBJETO DE LOS CONTRATOS DE OBRAS 
PÚBLICAS. Son contratos de obras públicas los que se celebren para la 
construcción, montaje, instalación, mejoras, adiciones, conservación, 
mantenimiento y restauración de bienes inmuebles de carácter público o 
directamente destinados a un servicio público (Negrillas propias). 

 

Nótese entonces que el precepto transcrito alude tanto a bienes inmuebles 
de «carácter público», como a los «directamente destinados a un servicio 
público», lo cual, por demás, guarda armonía con el uso práctico y común 



que la comunidad de hablantes le otorga a la expresión obra pública, y que, 
de una manera u otra, siempre es un concepto estrechamente asociado al 
interés general o la utilidad social. 
 
De allí que el énfasis que pone la entidad demandada en el tipo de bien raíz 
estatal no sea apropiada, ya que obra pública bien podría comprender una 
variedad de bienes inmuebles de carácter público como los fiscales, de 
dominio público u otros destinados directamente a la satisfacción de un 
servicio público o el beneficio de la comunidad.  
 

Adicionalmente, no tendría justificación que la excepción solo aplique a los 
trabajadores que laboran en la construcción y sostenimiento de vías, calles, 
puentes u otros bienes de uso público; es decir, actividades que usualmente 
se realizan al aire libre, pero no alcance actividades aplicadas sobre otro tipo 
de bienes inmuebles de especial interés general, tales como la infraestructura 
a través de la cual se prestan servicios públicos. 
 

(II) CONSTRUCCIÓN Y SOSTENIMIENTO 
 
La decisión legislativa de sustraer del régimen estatutario a los servidores 
públicos ocupados en la construcción y sostenimiento de obras públicas 
(entendido este concepto en un sentido amplio o corriente), radica en las 
peculiaridades que implica todo trabajo en obra o de reparación, que, en 
muchos eventos, conlleva exposición a condiciones climáticas difíciles (lluvia, 
granizo, sol intenso, etc.), a los riesgos inherentes a la actividad constructiva 
(derrumbes, inundaciones, caídas, etc.), la realización de horas extras, 
trabajo nocturno y festivo para dar cumplimiento a los plazos de obra, 
desplazamientos, trabajo físico agotador, entre otros factores, a los cuales no 
están sometidos usualmente los servidores de la administración pública. 
 

En este orden, el propósito que subyace a esta salvedad legal, mira hacia un 
excepcional sector de trabajadores de la administración, dedicado a la 
construcción o reparación de obras, que, por razón de la naturaleza de las 
actividades que ejecutan, no es conveniente que sus condiciones laborales 
estén fría y rígidamente fijadas en la ley y los reglamentos adoptados 
unilateralmente por el Estado, sino que, por el contrario, exista cierta 
flexibilidad, reflejada en la posibilidad de que estos servidores negocien sus 
condiciones de empleo, a través del contrato de trabajo, convención o pacto 
colectivo.  De esta forma, se le asigna a este sector el poder jurídico, 
inherente a la categoría a la que pertenecen, de dialogar y discutir con la 
administración empleadora, las necesidades, problemas y reclamos de 
índole laboral que les plantea las peculiaridades de su trabajo, y, sobre esa 
base, lograr acuerdos y soluciones instrumentalizadas a través del contrato, 



pacto o convención colectiva, o su sucedáneo, el laudo arbitral. 
 

Lo anterior, deja en evidencia que no es cualquier labor la que da el título de 
trabajador oficial. La salvedad cobija un sector más exclusivo, vale decir, los 
servidores que intervienen propiamente en actividades de la construcción, 
esto es de fabricación, instalación, montaje, desmontaje o demolición de 
estructuras, infraestructuras (de transporte, energéticas, hidráulicas, 
telecomunicaciones, etc.) y edificaciones. Así mismo, el sostenimiento de 
dichas obras, es decir, el conjunto de actividades orientadas a la 
conservación, renovación y mejora del bien construido, lo cual implica 
intervenciones para su reparación de base, transformación estructural, 
garantía de prolongación de su vida útil y engrandecimiento. 

 

La Corte ha sostenido que dichas labores no solo se limitan a los trabajos de 
«pico y pala», pues existen otras actividades, materiales e intelectuales, que 
tienen que ver directa e inmediatamente con su ejecución o adecuado 
desarrollo. Por ejemplo, en algunos casos, ha esgrimido que servidores que 
realizaron actividades de ingeniero de obras de infraestructura (CSJ SL 3676, 
17 dic. 2010), técnico de pavimentos (CSJ SL 36706, 7 sep. 2010), ingeniero 
analista de pavimentos (CSJ SL 37106, 10 ago. 2010), cocinera de 
campamento de obras (CSJ SL15079-2014), conductor de transporte liviano 
de pavimentos (CSJ SL9767-2016), topógrafo (CSJ SL13996-2016), 
mantenimiento estructural de rellenos sanitarios (CSJ SL2603-2017), son 
trabajadores oficiales. 

 

Pero también ha puntualizado que labores de servicios generales y vigilancia, 
comunes a todas las entidades, desarrolladas por personal del nivel 
asistencial de los cuadros permanentes de la administración pública, tales 
como celaduría, jardinería, aseo general y limpieza, no tienen que ver con 

la construcción y sostenimiento de obras públicas, pues se trata de 

ocupaciones de simple colaboración y apoyo a la gestión institucional, 
y no de fabricación, transformación, intervención, reparación o 
mantenimiento de infraestructuras o edificaciones (CSJ SL 33556, 24 jun. 
2008; CSJ SL, 26 de Oct. 2010, rad. 38114; CSJ SL 42499, 29 ene. 2014, 
CSJ SL7340-2014, entre otras). (negrillas del texto original). 

 

Por tanto, no existen argumentos normativos, ni fácticos que hagan desvirtuar la 

condición de empleado público del demandante y por ello, la especialidad Laboral 



de la Jurisdicción Ordinaria adolece de competencia para resolver las aspiraciones 

salariales, prestacionales y jubilatorias que alega el demandante respecto de sus 

homólogos, y menos aún, si provienen de la fuente normativa convencional que no 

le resulta aplicable.  

Además, el demandante vinculado desde 1992 como Supervisor de Vigilancia 

ostentó la calidad de empleado público y no de trabajador oficial, sin que sea dable 

asumir la categorización inicial que recibió como trabajador oficial o por el obrar 

inercial de la UNIVERSIDAD, más cuando el 2 de agosto de 1983 el Sindicato de 

Trabajadores convino ratificar el acuerdo de la <Comisión de Reclasificación de 

Cargos=, conforme al cual dicho cargo correspondía al de Empleado Público, y a 

sabiendas de ello, aceptó el ascenso dado el 20 de enero de 1992 (fl. 32-35). 

No sobra, además, recordar que esa calificación la da la ley y no las partes, tal como 

se enseñó en sentencias CSJ SL 8 nov. 2006, rad. 28490, SL17470-2014, SL10610-

2014, donde se dijo:  

Además, como lo ha sostenido la Sala en infinidad de oportunidades, la 
existencia de documentos en los cuales aparezca el actor como trabajador 
oficial no es suficiente, para determinar la naturaleza del vínculo del servidor 
público con la Administración, pues ella deriva de la Ley y no de la voluntad 
de las partes (Sentencias de 21 de mayo de 2003, radicaciones 20497 y 
20447, y de 15 de abril de 2005, rad. N° 24968).     

 

En efecto, aunque los servidores hayan tenido el tratamiento de trabajadores 
oficiales y sus créditos laborales se liquidaran conforme a la normatividad 
aplicable a ellos, esto no es suficiente para demostrar dicha condición, pues 
la ubicación del servidor público como trabajador oficial ora como empleado 
público, no se define por acuerdos voluntarios, por normas convencionales, 
por resoluciones o decretos administrativos sino exclusivamente por la Ley. 

 

En punto a este tópico, en sentencia CSJ SL, 29 jun. 2010, rad. 37131, esta Sala 

de Casación recordó que las tareas propias de servicios generales <nada tenían que 

ver ni guardaban relación con la construcción y sostenimiento de obra pública (…), 

las irregularidades que se puedan presentar en el trámite de un nombramiento y 



posesión de un empleado público, no conlleva la asunción de la calidad de 

trabajador oficial= (SL-2717-2020, SL.343-2021). 

 

En tal virtud, en el sub examine el juez natural del demandante es el Contencioso 

Administrativo (numeral 4° del artículo 104 del CPACA1), dada la calidad de servidor 

que ostenta, y en consecuencia, la jurisdicción ordinaria laboral no es la competente 

a voces de lo previsto en el numeral 1° del artículo 2º del CPTSS, con la reforma 

introducida por el artículo 2º de la Ley 712 de 2001. 

En este orden de ideas se configura una nulidad insaneable (art. 133,CPC <1.- 1. 

Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de jurisdicción o de 

competencia.=), declarable de oficio, pues las partes no tienen la facultad de 

convalidar, ni sanear, en tanto que: 

 

 <Bien entendido debe estar que la falta de jurisdicción no constituye 
excepción de mérito, sino vicio procesal, que debe declararse aun de oficio; 
…<<las nulidades de procedimiento no son hechos exceptivos>>… ha dicho 
el profesor HERNANDO MORALES MOLINA: <<El proceso es nulo cuando 
corresponde a distinta jurisdicción, o sea, cuando su conocimiento incumbe 
a la rama penal, laboral, contencioso –administrativa….  esta causal la puede 
proponer cualquiera de las partes y no es saneable [hoy art. 144,CPC], pues 
afecta el interés público. El juez debe declararla de oficio cuando la advierta 
en cualquier estado del proceso, antes de dictar sentencia en ambas 
instancias [hoy 145, CPC]…= (CSJ-Civil, jurisprudencia del 19 de febrero de 
1974). 

 

 
1

 ARTÍCULO 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las 
controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en 
los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 

(…) 4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los 
mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho público.(…)= 

 

http://go.vlex.com/vid/42867930?fbt=webapp_preview


Se itera, la situación generadora de derechos está relacionada con la calidad de 

empleado público que ostenta el demandante, por lo que procede envío del 

expediente a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, conforme lo dejó 

establecido la Corte Constitucional en la C-662 de julio 8 de 2004, en la motivación 

y decisión: 

 

'... 41. En ese orden de ideas, será necesario para esta Corporación 
señalar en la parte resolutiva de esta sentencia, que si bien la norma 
acusada es inexequible, para el caso de la excepción de falta de 
jurisdicción, el juez de conocimiento que declare la prosperidad de 

dicha excepción deberá remitir el expediente al juez de la 

jurisdicción correspondiente, de manera tal que se precise en forma 
concluyente a quien corresponde el proceso, o se suscite, si es del caso, 
el conflicto de jurisdicciones que finalmente deberá resolver el Consejo 
Superior de la Judicatura, sentando claridad para las partes, en la materia.  

 

'...en cuanto se refiere a la excepción de falta de jurisdicción prevista en 
el numeral 1 del artículo 97 del Código de Procedimiento Civil. En este 
caso, en el mismo auto, el juez ordenará remitir el expediente al juez 

que considere competente, mientras el legislador no regule de manera 
distinta el tema' (Sentencia C-662 del 8 de julio de 2004, M.P. Dr. Rodrigo 
Uprimny Yepes). 

 

Siendo irregularidad que no se puede convalidar, ni pasar por alto por el juez, por lo 

que ésta es de pronunciamiento oficioso, se decreta la nulidad de todo lo actuado a 

partir, inclusive, del auto No. 2144 del 27 de julio de 2010, admisorio de la demanda 

y se dispone el envío del expediente al Juez Contencioso Administrativo – Reparto 

de Cali, para lo de su competencia, advirtiendo que, la prueba practicada dentro de 

dicha actuación conservará su validez y tendrá eficacia, conforme a las 

disposiciones del artículo 138 del C.G.P., el cual prevé: 

 

<EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE FALTA DE JURISDICCIÓN O 
COMPETENCIA Y DE LA NULIDAD DECLARADA. Cuando se declare 

la falta de jurisdicción, o la falta de competencia por el factor 



funcional o subjetivo, lo actuado conservará su validez y el proceso 

se enviará de inmediato al juez competente; pero si se hubiere 

dictado sentencia, esta se invalidará. 

 

La nulidad solo comprenderá la actuación posterior al motivo que la 
produjo y que resulte afectada por este. Sin embargo, la prueba 

practicada dentro de dicha actuación conservará su validez y tendrá 

eficacia respecto de quienes tuvieron oportunidad de controvertirla, 
y se mantendrán las medidas cautelares practicadas. 

El auto que declare una nulidad indicará la actuación que debe renovarse.= 

 

Finalmente, conviene traer a colación los Autos A-450 y 492 de 2021 proferidos 

por la Corte Constitucional, y reiterados entre otros, en autos 1656 y 1697 de 

2022, en el cual, consideró que se debe aplicar la cláusula especial de 

competencia del artículo 104 del CPACA cuando: i) la discusión gira en torno a 

<la validez del acto administrativo mediante el cual la Administración da 

respuesta a la reclamación del contratista y, junto con esto, la legalidad de la 

modalidad contractual utilizada con el fin de obtener el reconocimiento y pago 

de los mismos derechos y acreencias laborales de los servidores públicos de 

planta=, señalando en términos generales que <cuando el litigio planteado 

cuestiona la legalidad de actuaciones de la administración, como los contratos 

de prestación de servicios […] o la validez de un acto administrativo, la 

competencia es de la Jurisdicción Contencioso Administrativa=. 

 

Así como el Auto 356 de 2021 de la misma Corporación, que establece que la 

competencia en asuntos relacionados con la seguridad social de los servidores 

públicos existen dos reglas: <Una especial que exige la concurrencia de dos 

factores para asignar el conocimiento a la jurisdicción contencioso 

administrativa: i) la calidad jurídica del demandante (empleado público) y ii) que 

una persona de derecho público administre el régimen de seguridad social. De 

igual forma, una residual que asigna el conocimiento a la jurisdicción ordinaria 

de las controversias relacionadas con la seguridad social del trabajador oficial=. 



Ello para insistir que reclamada la <ineficacia= de la reclasificación que le efectuó la 

Universidad del Valle al empleado público y la restitución del <escalafón interno=, 

así como el pago una pensión de jubilación por parte del ente público universitario, 

tales pedimentos son del resorte de la jurisdicción contencioso administrativa. 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado, a partir del Auto No. 

2144 del 27 de julio de 2010, admisorio de la demanda, proferidos por el Juzgado 

12 Laboral del Circuito de Cali, dejando a salvo las pruebas practicadas en este 

proceso. 

 

SEGUNDO: ENVIAR el expediente virtual al Juez Contencioso Administrativo – 

Reparto de Cali, para lo de su competencia. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE por ESTADO electrónico en la página web de la Rama 

Judicial, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/145 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE. 

 

-Firma electrónica-  
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO   

Magistrada Ponente  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 

 

REF. ORDINARIO DE DEMETRIO MOLINA MONTEALEGRE  
VS. UNIVERSIDAD DEL VALLE 

RADICACIÓN: 760013105 017 2017 00770 01 

 

 
Hoy trece (13) de abril de 2023, surtido el trámite previsto en el artículo 13 de la Ley 

2213 de 2022, la SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI, integrada por los magistrados 

MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO, quien la preside en calidad de ponente, 

LUIS GABRIEL MORENO LOVERA y CARLOS ALBERTO OLIVER GALÉ, se 

aprestaba a resolver la APELACIÓN de la sentencia absolutoria No. 156 dictada por 

el JUZGADO DIECISIETE LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI el 9-10-2018, dentro 

del proceso ordinario laboral que promovió DEMETRIO MOLINA MONTEALEGRE 

contra la UNIVERSIDAD DEL VALLE, con radicación No. 

76001310501720170077001 con base en la ponencia discutida y aprobada en Sala 

de Decisión llevada a cabo el 12 de abril de 2023, como consta en el Acta No. 21, 

tal como lo regulan los artículos 54 a 56 de la ley 270 de 1996.  

 

La Sala Mayoritaria identifica vicios de nulidad que impiden un pronunciamiento de 

fondo en el presente asunto, relativos al presupuesto procesal de jurisdicción, por lo 

que, se procede a proferir el siguiente, 

 

AUTO NÚMERO 293 

 



El señor DEMETRIO MOLINA MONTEALEGRE, por medio de apoderado judicial, 

presentó demanda contra la UNIVERSIDAD DEL VALLE con el fin de que se declare 

y reconozca el reajuste de su mesada pensional al año 2017 y el retroactivo 

pertinente indexado, de acuerdo con los salarios percibidos en el último año, con 

inclusión de los factores salariales contenidos en las Leyes 33 y 62 de 1985, y la 

Convención Colectiva de Trabajo, que comprenden: la asignación básica, gastos de 

representación, prima técnica, dominicales y feriados, horas extras, bonificación por 

servicios prestados y trabajo suplementario o realizados en jornada nocturna  en 

días de descanso obligatorio.  

Fundamenta las pretensiones en que, en su calidad de <trabajador oficial= de la 

UNIVERSIDAD DEL VALLE adquirió pensión de jubilación el 31-12-1994, mediante 

Resolución 1306 de 20-06-1997, ajustada con Resolución 600 de 17-04-2001, con 

<salario inicial= de $ 390.703; que la liquidación inicial no es congruente con la última, 

pues la Universidad omitió los factores salariales enunciados y de acuerdo con el IPC 

anual, el <salario= actual como pensionado no se ajusta a la realidad, debiendo ser 

mayor; que el 4-08-2017 envió petición a la Universidad solicitando la reliquidación, la 

cual fue absuelta negativamente del 6 de octubre de 2017.  

El demandante anexó la resolución de reconocimiento pensional, en la cual se destaca 

que <ocupaba el cargo de Jardinero en la Sección de Servicios Varios de la 

Vicerrectoría Administrativa=.  

La demandada se opuso a las pretensiones (fls. 30-44) y acompañó la hoja de vida 

del demandante, de quien se conoce que desde el 01-08-1975 al 31-12-1994 se 

desempeñó en las tareas propias de la jardinería.   

De igual manera se visualizan algunos documentos de donde se extrae las siguientes 

formas de vinculación con la UNIVERSIDAD DEL VALLE, y cargos ocupados así:  

Lugar de trabajo Tipo de vínculo Cargo Fecha inicio y 
finalización 

Duración Fl.  

Administración 
Central. 

Administrativo 
de prestación 
de servicios 

Jardinero 1-08-1975 al 
30-09-1975 

2 meses 72 

Administración, 
Dpto Servicios 

Resolución 469 
de 10-10-1975 

Jardinero 1-10-1975 Desde 1-08-
1975 

74 



Generales  
Sección de 
Conserv. y 
Seguridad  
 Resolución 10 

de 23-01-1979 
Viverista 1-09-1978  89 

 Resolución 132 
del 22-05-1979 

Viverista 01-01-1979  92 

 Resolución 23-
07-1980 

Jardinero 01-09-1980  104 

  Viverista 01-01-1981  109-110 
 Resolución 088 

del 8-02-1982 
Viverista 21-12-1981  115 

 Acuerdo de II-
9-83 CCT 

Viverista 01-01-1983  124 

 Reporte de 
nivelaciones 

De 
viverista 
a 
jardinero 

04-1993  151 

 Traslado al 
Centro 
Deportivo 
Universitario 

Jardinero 3-08-1993  153 

Sección 
Servicios Varios 
Vicerrectoria 
Administrativa  

Certificación  Jardinero  Del 1-08-1975 
al 30-09-1975 

 166 

 Aceptación 
renuncia, 
Resolución 106 
de 01-23-1995 

Jardinero Desde 1-01-
1995 

 170-173 

 

Ahora, resulta que la UNIVERSIDAD DEL VALLE, (fls. 48-49) es un establecimiento 

público del orden departamental, creada mediante Ordenanza No. 12 del 11 de junio 

de 1945, modificada por Ordenanza No. 10 del 16-12-1954regida constitucionalmente 

por los artículos 69, 115, inciso 4 y 133 de la Carta Política, que pese al reconocimiento 

de su autonomía universitaria y la potestad de darse sus propios estatutos, no está 

llamada a alterar la clasificación de los servidores públicos, gobernada por el marco 

jurídico general (SL3112-2018, SL343-2021).  

<La regla general es que quien presta sus servicios en organismos y 
entidades de la Rama Ejecutiva del Poder Público y de la Administración 
Pública cuyo objeto principal es el ejercicio de funciones administrativas, es 
empleado público, y solo por excepción, será trabajador oficial quien se 
ocupe en la construcción y sostenimiento de obras públicas. 



Igualmente se erige como derrotero general que quienes prestan sus 
servicios en las empresas industriales y comerciales del Estado son 
trabajadores oficiales, a excepción de los que, conforme a los estatutos de 
dichas empresas, desempeñen actividades de dirección y confianza, que 
serán empleados públicos=. (SL-17470 de 2014, SL-4605-2018). 

 

Esto porque desde antaño se ha reconocido que es la naturaleza o clase de entidad 

(factor orgánico) y la tipología de actividades desarrolladas por el trabajador (factor 

funcional) los que determinan la categoría de la vinculación de un servidor público, 

bien como trabajador oficial -como lo pretende en este caso el demandante- o como 

empleado público (SL-17470 de 2014, SL 3112-2018). 

Una revisión somera de algunas de las decisiones de la Sala de Casación Laboral y 

la Corte Constitucional respecto al tema, permiten señalar como premisas normativas 

que la autonomía universitaria se debe encasillar en la ley (T-574 de 1993, C-547 de 

1994) y acoplarse a los mandatos que por fuera del marco académico o misional están 

establecidos, como lo es aquella relativa a la categorización de empleados públicos o 

de trabajadores oficiales.  

Esto porque la singularidad de entes universitarios autónomos como la Universidad 

del Valle, del nivel territorial, le otorgan características que la <hacen diferente de 

los demás organismos descentralizados con aquel carácter= (CC C-220-1997, 

sentencia 8 jul. 2008, rad. 32158, SL3112-2018) y cuya naturaleza jurídica dispone 

el artículo 57 de la Ley 647 de 2001, así:  

Artículo 57. Las universidades estatales u oficiales deben organizarse como 
entes universitarios autónomos, con régimen especial y vinculados al 
Ministerio de Educación Nacional en lo que se refiere a las políticas y la 
planeación del sector educativo. 
Los entes universitarios autónomos tendrán las siguientes características: 
Personería jurídica, autonomía académica, administrativa y financiera, 
patrimonio independiente y podrán elaborar y manejar su presupuesto de 
acuerdo con las funciones que le corresponden. 
 
El carácter especial del régimen de las universidades estatales u oficiales, 
comprenderá la organización y elección de directivas, del personal docente y 
administrativo, el sistema de las universidades estatales u oficiales, el 
régimen financiero, el régimen de contratación y control fiscal y su propia 



seguridad social en salud, de acuerdo con la presente ley. 
 
Parágrafo. Las instituciones estatales u oficiales de educación superior que 
no tengan el carácter de universidad según lo previsto en la presente ley 
deberán organizarse como establecimientos públicos del orden nacional, 
departamental, distrital o municipal (…). 

 

Lo anterior no significa que se puedan apartar de las regulaciones normativas 

nacionales. Vale tener presente que la ley 30 de 1992 no recogió aquella clasificación 

que traía el Decreto 80 del 2 de enero de 1980 (vigente para el momento de 

vinculación del demandante y hasta 1992), que en su artículo 122 señalaba: 

[E]l personal administrativo de las instituciones oficiales de educación 
superior, está integrado por empleados públicos y trabajadores oficiales. 
Tienen la calidad de trabajadores oficiales los obreros que desempeñen 
funciones en construcción, preparación de alimentos, actividades 
agropecuarias, jardinería, aseo y mantenimiento de edificaciones y equipos. 
Los demás empleados administrativos tienen la calidad de empleados 
públicos. 

 

Es más, el artículo 79 de la Ley 30 de 1992, en materia del personal administrativo 

de las universidades señala que: <El estatuto general de cada universidad estatal u 

oficial deberá contener como mínimo y de acuerdo con las normas vigentes sobre 

la materia, los derechos, obligaciones, inhabilidades, situaciones administrativas y 

régimen disciplinario del personal administrativo», estatutos que no obran en el 

expediente.   

Ahora, el contenido de la Ley 30 de 1992, le planteó a la Sala de Casación Laboral 

(SL-3112-2018, SL1580-2019) el debate que contrasta dos posturas: 

<i) una que sostiene que las facultades mínimas establecidas en la citada ley, no 
consagran la alusiva a la clasificación de esos tipos de servidores en los estatutos 
generales a que en ella se refiere, pues esta hace parte de una máxima potestad 
que se reserva el legislador y, ii) otra que sostiene que la norma comporta en sí 
misma un régimen de personal administrativo que otorga al estatuto general la 
potestad de calificar la calidad del empleo detentado por los servidores 
administrativos en los entes universitarios=. 

 



De manera que solo por vía estatutaria podría llegar a acreditarse, una remota 

calidad de trabajador oficial, respecto de quien, por sus tareas de Jardinero y 

Viverista en otras épocas, no se acopla a aquellas funciones de construcción y 

sostenimiento de obras públicas, establecidas de acuerdo con el marco legal para 

los trabajadores oficiales.  

En efecto, en sentencias SL, 31 en.2006, rad. 25504, SL4440-2017, memorada en 

sentencia SL 2472-2010, se dijo que:    

(I) EL CONCEPTO DE OBRA PÚBLICA 
 
La Sala de Casación Laboral, bajo el criterio orientador de obra pública 
previsto en el artículo 81 del Decreto 222 de 1983, en armonía con el artículo 
674 del Código Civil, sostuvo en algún momento que dicha expresión tenía 
que ver con los bienes de uso público y no con los fiscales. En este sentido, 
en sentencia CSJ SL, 11 ago. 2004, rad. 21494, reiterada en CSJ SL, 31 ene. 
2006, rad. 25504, señaló: 
 
Pues bien, sobre este tópico, comporta precisar por la Sala que el artículo 
674 del Código Civil, después de definir los bienes de la Unión como aquellos 
cuyo <dominio pertenece a la República= (Nación, Departamentos, 
Municipios), diferencia claramente entre  los que su "... uso pertenece a todos 
los habitantes de un territorio, como el de calles, plazas, puentes y caminos= 
relacionándolos como los  "bienes de la Unión de uso público o bienes 
públicos del territorio", con los de <cuyo uso no pertenece generalmente a los 
habitantes...", a los que denomina  "bienes de la unión o bienes fiscales".  
 
Por tanto, mientras los bienes de uso público- calles, plazas, puentes y 
caminos- se caracterizan porque están destinados al uso común de los 
habitantes;  los bienes fiscales son aquellos que forman parte del patrimonio 
estatal, ya sea por disposición constitucional, o porque han sido adquiridos 
por la Nación, los departamentos, los municipios y, en general las entidades 
de derecho público, para destinarlos a la organización de los fines que le son 
propios, siendo su uso común restringido, entes, que a su vez,  tienen sobre 
ellos una propiedad ordinaria, como la de los particulares, que les permite 
gravarlos, enajenarlos, arrendarlos, etc. 
  
De otra parte, el concepto y el objeto de la obra pública, utilizando como 
criterio <solamente orientador= lo previsto por el artículo 81 del Decreto 222 
de 1983 (derogado), corresponden a <la construcción, montaje, instalación, 
mejoras, adiciones, conservación, mantenimiento y restauración de bienes 
inmuebles destinados a un servicio público=. 



 
Hechas las precedentes aclaraciones, la Sala estima que el Tribunal no 
incurrió en ningún yerro al considerar que los bienes fiscales y las obras 
públicas son conceptos diferentes y por otro lado al estimar que esos bienes 
estaban destinados única y exclusivamente para el ejercicio de las funciones 
de la administración Municipal, sin que a ellos tuvieran acceso los usuarios 
de los servicios. 
 
No obstante lo anterior, bajo otra reflexión, la jurisprudencia de esta Sala ha 
tenido una fuerte inclinación a definir la obra pública, no en función al tipo de 
bienes inmuebles públicos, sino a su finalidad, esto es, que se trate de obras 
de utilidad pública, interés social o directamente relacionadas con la 
prestación de un servicio público.  
 
Sobre el punto, por ejemplo, en sentencia CSJ SL2603-2017 se adoctrinó: 
 
Aquí, viene como anillo al dedo lo asentado por esta Sala atinente a que «en 
su sentido natural y obvio la expresión obra pública significa la que es de 

interés general y se destina a uso público. De esa expresión no pueden 
quedar excluidos los bienes de uso público ya construidos, puesto que la ley 
no se limita a la construcción sino que adicionalmente aspira a reconocer la 
calidad de trabajador oficial a quien labora en obras públicas construidas» 
(sentencia CSJ SL, del 23 de ago. 2000, rad. 14400). 

 

En la misma dirección la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de 
Estado, en concepto CE, del 17 de may. 1979, rad. 1288, dijo: 

 

La reseña de los antecedentes jurisprudenciales del Consejo de Estado 
permite a la Sala retomar el concepto de obra pública atrás expuesto, para 
destacar su más amplia connotación, por cuanto no se limita a definir la obra 
pública, por su destinación a la prestación de un servicio público, o por la 
naturaleza de los recursos empleados en su ejecución sino por razón de su 
afectación a fines de utilidad general y la titularidad del dominio de quien la 
emprende o a cuyo nombre se ejecuta. 

 

[…] Llegados a este punto del sendero, queda fácil entender ahora que los 
oficios descritos desarrollados por el causante, efectivamente guardan una 
relación intrínseca con el sostenimiento de un bien (relleno sanitario) 
destinado al servicio público esencial de aseo, tareas que no solo buscan su 
conservación e impiden su deterioro aparente, sino que además contribuyen 



para que esa obra, en efecto, preste la función que le es propia a su 
naturaleza misma de pública, en aras del interés social.  

 

Y no podría ser de otra manera porque en estricto sentido, el concepto de 
obra pública permite incluir en esta locución diversos tipos de bienes 
inmuebles, tales como los de uso público, los fiscales, los pertenecientes al 
territorio de La Nación o los destinados directamente a un servicio público.  

 

En efecto, la experiencia legislativa, evidenciada principalmente en los 
distintos estatutos de contratación pública (D. 150/1976, D. 222/1983, L. 
80/1993), da cuenta que el legislador no relaciona obra pública ni reserva 
este concepto exclusivamente a los bienes inmuebles de uso público, sino 
que, por el contrario, su uso ha sido más amplio. En esta dirección, el artículo 
68 del Decreto 150 de 1976 enseña que el contrato de obra pública es 
concebido para actividades tales como la «ejecución de estudios, planos, 
anteproyectos, proyectos, localización de obras, asesoría, coordinación o 
dirección técnica y programación» y «construcción, montaje e instalación, 
mejoras, adiciones, conservación y restauración» y, como es fácil advertir, en 
ningún momento limitó esa modalidad contractual a los bienes de uso común.   

 

El Decreto 222 de 1983 que cita in extenso el recurrente en apoyo de su 
argumento, tampoco restringe esta locución a este tipo de dominio. En efecto, 
una nueva lectura del artículo 81 de dicho estatuto permite entender que a 
juicio del legislador extraordinario, la obra pública abarca todo bien inmueble 
que tenga connotación pública (interés general) o que esté destinado 
directamente a un servicio público. La disposición en cuestión establece: 

 

ARTÍCULO 81. DEL OBJETO DE LOS CONTRATOS DE OBRAS 
PÚBLICAS. Son contratos de obras públicas los que se celebren para la 
construcción, montaje, instalación, mejoras, adiciones, conservación, 
mantenimiento y restauración de bienes inmuebles de carácter público o 
directamente destinados a un servicio público (Negrillas propias). 

 

Nótese entonces que el precepto transcrito alude tanto a bienes inmuebles 
de «carácter público», como a los «directamente destinados a un servicio 
público», lo cual, por demás, guarda armonía con el uso práctico y común 
que la comunidad de hablantes le otorga a la expresión obra pública, y que, 



de una manera u otra, siempre es un concepto estrechamente asociado al 
interés general o la utilidad social. 
 
De allí que el énfasis que pone la entidad demandada en el tipo de bien raíz 
estatal no sea apropiada, ya que obra pública bien podría comprender una 
variedad de bienes inmuebles de carácter público como los fiscales, de 
dominio público u otros destinados directamente a la satisfacción de un 
servicio público o el beneficio de la comunidad.  
 

Adicionalmente, no tendría justificación que la excepción solo aplique a los 
trabajadores que laboran en la construcción y sostenimiento de vías, calles, 
puentes u otros bienes de uso público; es decir, actividades que usualmente 
se realizan al aire libre, pero no alcance actividades aplicadas sobre otro tipo 
de bienes inmuebles de especial interés general, tales como la infraestructura 
a través de la cual se prestan servicios públicos. 
 

(II) CONSTRUCCIÓN Y SOSTENIMIENTO 
 
La decisión legislativa de sustraer del régimen estatutario a los servidores 
públicos ocupados en la construcción y sostenimiento de obras públicas 
(entendido este concepto en un sentido amplio o corriente), radica en las 
peculiaridades que implica todo trabajo en obra o de reparación, que, en 
muchos eventos, conlleva exposición a condiciones climáticas difíciles (lluvia, 
granizo, sol intenso, etc.), a los riesgos inherentes a la actividad constructiva 
(derrumbes, inundaciones, caídas, etc.), la realización de horas extras, 
trabajo nocturno y festivo para dar cumplimiento a los plazos de obra, 
desplazamientos, trabajo físico agotador, entre otros factores, a los cuales no 
están sometidos usualmente los servidores de la administración pública. 
 

En este orden, el propósito que subyace a esta salvedad legal, mira hacia un 
excepcional sector de trabajadores de la administración, dedicado a la 
construcción o reparación de obras, que, por razón de la naturaleza de las 
actividades que ejecutan, no es conveniente que sus condiciones laborales 
estén fría y rígidamente fijadas en la ley y los reglamentos adoptados 
unilateralmente por el Estado, sino que, por el contrario, exista cierta 
flexibilidad, reflejada en la posibilidad de que estos servidores negocien sus 
condiciones de empleo, a través del contrato de trabajo, convención o pacto 
colectivo.  De esta forma, se le asigna a este sector el poder jurídico, 
inherente a la categoría a la que pertenecen, de dialogar y discutir con la 
administración empleadora, las necesidades, problemas y reclamos de 
índole laboral que les plantea las peculiaridades de su trabajo, y, sobre esa 
base, lograr acuerdos y soluciones instrumentalizadas a través del contrato, 



pacto o convención colectiva, o su sucedáneo, el laudo arbitral. 
 

Lo anterior, deja en evidencia que no es cualquier labor la que da el título de 
trabajador oficial. La salvedad cobija un sector más exclusivo, vale decir, los 
servidores que intervienen propiamente en actividades de la construcción, 
esto es de fabricación, instalación, montaje, desmontaje o demolición de 
estructuras, infraestructuras (de transporte, energéticas, hidráulicas, 
telecomunicaciones, etc.) y edificaciones. Así mismo, el sostenimiento de 
dichas obras, es decir, el conjunto de actividades orientadas a la 
conservación, renovación y mejora del bien construido, lo cual implica 
intervenciones para su reparación de base, transformación estructural, 
garantía de prolongación de su vida útil y engrandecimiento. 

 

La Corte ha sostenido que dichas labores no solo se limitan a los trabajos de 
«pico y pala», pues existen otras actividades, materiales e intelectuales, que 
tienen que ver directa e inmediatamente con su ejecución o adecuado 
desarrollo. Por ejemplo, en algunos casos, ha esgrimido que servidores que 
realizaron actividades de ingeniero de obras de infraestructura (CSJ SL 3676, 
17 dic. 2010), técnico de pavimentos (CSJ SL 36706, 7 sep. 2010), ingeniero 
analista de pavimentos (CSJ SL 37106, 10 ago. 2010), cocinera de 
campamento de obras (CSJ SL15079-2014), conductor de transporte liviano 
de pavimentos (CSJ SL9767-2016), topógrafo (CSJ SL13996-2016), 
mantenimiento estructural de rellenos sanitarios (CSJ SL2603-2017), son 
trabajadores oficiales. 

 

Pero también ha puntualizado que labores de servicios generales y vigilancia, 
comunes a todas las entidades, desarrolladas por personal del nivel 
asistencial de los cuadros permanentes de la administración pública, tales 
como celaduría, jardinería, aseo general y limpieza, no tienen que ver con 

la construcción y sostenimiento de obras públicas, pues se trata de 

ocupaciones de simple colaboración y apoyo a la gestión institucional, 
y no de fabricación, transformación, intervención, reparación o 
mantenimiento de infraestructuras o edificaciones (CSJ SL 33556, 24 jun. 
2008; CSJ SL, 26 de Oct. 2010, rad. 38114; CSJ SL 42499, 29 ene. 2014, 
CSJ SL7340-2014, entre otras). (negrillas del texto original). 

 

Por tanto, no existen argumentos normativos, ni fácticos que hagan desvirtuar la 

condición de empleado público del demandante y por ello, la especialidad Laboral 



de la Jurisdicción Ordinaria adolece de competencia para resolver las aspiraciones 

de reliquidación pensional que alega el demandante, y menos aún, si provienen de 

la fuente normativa convencional que no le resulta aplicable.  

Además, el demandante vinculado desde 1975 como Jardinero y Viverista ostentó 

la calidad de empleado público y no de trabajador oficial, sin que sea dable asumir 

la categorización silente e inercial de la UNIVERSIDAD, como trabajador oficial; o 

que tal aspecto no haya sido objeto de discusión entre las partes porque justamente 

la aplicación de una norma convencional exige la acreditación de que le cobija 

jurídicamente. 

No sobra además, recordar que esa calificación la da la ley y no las partes, tal como 

se enseñó en sentencias CSJ SL 8 nov. 2006, rad. 28490, SL17470-2014, SL10610-

2014, donde se dijo:  

Además, como lo ha sostenido la Sala en infinidad de oportunidades, la 
existencia de documentos en los cuales aparezca el actor como trabajador 
oficial no es suficiente, para determinar la naturaleza del vínculo del servidor 
público con la Administración, pues ella deriva de la Ley y no de la voluntad 
de las partes (Sentencias de 21 de mayo de 2003, radicaciones 20497 y 
20447, y de 15 de abril de 2005, rad. N° 24968).     

 

En efecto, aunque los servidores hayan tenido el tratamiento de trabajadores 
oficiales y sus créditos laborales se liquidaran conforme a la normatividad 
aplicable a ellos, esto no es suficiente para demostrar dicha condición, pues 
la ubicación del servidor público como trabajador oficial ora como empleado 
público, no se define por acuerdos voluntarios, por normas convencionales, 
por resoluciones o decretos administrativos sino exclusivamente por la Ley. 

 

En punto a este tópico, en sentencia CSJ SL, 29 jun. 2010, rad. 37131, esta Sala 

de Casación recordó que las tareas propias de servicios generales (que incluye 

jardinería) <nada tenían que ver ni guardaban relación con la construcción y 

sostenimiento de obra pública (…), las irregularidades que se puedan presentar en 

el trámite de un nombramiento y posesión de un empleado público, no conlleva la 

asunción de la calidad de trabajador oficial= (SL-2717-2020, SL.343-2021). 



En tal virtud, en el sub examine el juez natural del demandante es el Contencioso 

Administrativo (numeral 4° del artículo 104 del CPACA1), dada la calidad de servidor 

que ostenta, y en consecuencia, la jurisdicción ordinaria laboral no es la competente 

a voces de lo previsto en el numeral 1° del artículo 2º del CPTSS, con la reforma 

introducida por el artículo 2º de la Ley 712 de 2001. 

En este orden de ideas se configura una nulidad insaneable (art. 133,CPC <1.- 1. 

Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de jurisdicción o de 

competencia.=), declarable de oficio, pues las partes no tienen la facultad de 

convalidar, ni sanear, en tanto que: 

 

 <Bien entendido debe estar que la falta de jurisdicción no constituye 
excepción de mérito, sino vicio procesal, que debe declararse aun de oficio; 
…<<las nulidades de procedimiento no son hechos exceptivos>>… ha dicho 
el profesor HERNANDO MORALES MOLINA: <<El proceso es nulo cuando 
corresponde a distinta jurisdicción, o sea, cuando su conocimiento incumbe 
a la rama penal, laboral, contencioso –administrativa….  esta causal la puede 
proponer cualquiera de las partes y no es saneable [hoy art. 144,CPC], pues 
afecta el interés público. El juez debe declararla de oficio cuando la advierta 
en cualquier estado del proceso, antes de dictar sentencia en ambas 
instancias [hoy 145, CPC]…= (CSJ-Civil, jurisprudencia del 19 de febrero de 
1974). 

 

Se itera, la situación generadora de derechos está relacionada con la calidad de 

empleado público que ostenta el demandante, por lo que procede envío del 

expediente a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, conforme lo dejó 

establecido la Corte Constitucional en la C-662 de julio 8 de 2004, en la motivación 

y decisión: 

 

1
 ARTÍCULO 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las 
controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en 
los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 

(…) 4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los 
mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho público.(…)= 

 

http://go.vlex.com/vid/42867930?fbt=webapp_preview


 

'... 41. En ese orden de ideas, será necesario para esta Corporación 
señalar en la parte resolutiva de esta sentencia, que si bien la norma 
acusada es inexequible, para el caso de la excepción de falta de 
jurisdicción, el juez de conocimiento que declare la prosperidad de 

dicha excepción deberá remitir el expediente al juez de la 

jurisdicción correspondiente, de manera tal que se precise en forma 
concluyente a quien corresponde el proceso, o se suscite, si es del caso, 
el conflicto de jurisdicciones que finalmente deberá resolver el Consejo 
Superior de la Judicatura, sentando claridad para las partes, en la materia.  

 

'...en cuanto se refiere a la excepción de falta de jurisdicción prevista en 
el numeral 1 del artículo 97 del Código de Procedimiento Civil. En este 
caso, en el mismo auto, el juez ordenará remitir el expediente al juez 

que considere competente, mientras el legislador no regule de manera 
distinta el tema' (Sentencia C-662 del 8 de julio de 2004, M.P. Dr. Rodrigo 
Uprimny Yepes). 

 

Siendo irregularidad que no se puede convalidar, ni pasar por alto por el juez, por lo 

que ésta es de pronunciamiento oficioso, se decreta la nulidad de todo lo actuado a 

partir, inclusive, del auto No. 643 del 2 de marzo de 2018, admisorio de la demanda 

y se dispone el envío del expediente al Juez Contencioso Administrativo – Reparto 

de Cali, para lo de su competencia, advirtiendo que, la prueba practicada dentro de 

dicha actuación conservará su validez y tendrá eficacia, conforme a las 

disposiciones del artículo 138 del C.G.P., el cual prevé: 

 

<EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE FALTA DE JURISDICCIÓN O 
COMPETENCIA Y DE LA NULIDAD DECLARADA. Cuando se declare 

la falta de jurisdicción, o la falta de competencia por el factor 

funcional o subjetivo, lo actuado conservará su validez y el proceso 

se enviará de inmediato al juez competente; pero si se hubiere 

dictado sentencia, esta se invalidará. 

 

La nulidad solo comprenderá la actuación posterior al motivo que la 
produjo y que resulte afectada por este. Sin embargo, la prueba 

practicada dentro de dicha actuación conservará su validez y tendrá 



eficacia respecto de quienes tuvieron oportunidad de controvertirla, 
y se mantendrán las medidas cautelares practicadas. 

El auto que declare una nulidad indicará la actuación que debe renovarse.= 

 

Finalmente, conviene traer a colación el Auto 356 de 2021 de la Corte 

Constitucional conforme al cual, la competencia en asuntos relacionados con la 

seguridad social de los servidores públicos existen dos reglas: <Una especial que 

exige la concurrencia de dos factores para asignar el conocimiento a la jurisdicción 

contencioso administrativa: i) la calidad jurídica del demandante (empleado público) 

y ii) que una persona de derecho público administre el régimen de seguridad social. 

De igual forma, una residual que asigna el conocimiento a la jurisdicción ordinaria 

de las controversias relacionadas con la seguridad social del trabajador oficial=. 

Ello para insistir que reclamada la reliquidación de la pensión de jubilación de un 

empleado público, por parte del ente público universitario, tales pedimentos son del 

resorte de la jurisdicción contencioso administrativa. 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado, a partir del Auto No. 643 

del 2 de marzo de 2018, admisorio de la demanda, proferido por el Juzgado 17 

Laboral del Circuito de Cali, dejando a salvo las pruebas practicadas en este 

proceso. 

 

SEGUNDO: ENVIAR el expediente virtual al Juez Contencioso Administrativo – 

Reparto de Cali, para lo de su competencia. 

 



TERCERO: NOTIFÍQUESE por ESTADO electrónico en la página web de la Rama 

Judicial, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/145 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE. 

 

-Firma electrónica-  
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO   

Magistrada Ponente  
 
 

 
-Salvamento de voto- 
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RD 

 

SALA LABORAL -SECRETARÍA- 
  
Santiago de Cali, trece (13) de abril de 2023 
 
Recibido de la Honorable Corte Suprema de Justicia, consta de una (01) 
carpeta digital. 
 
Va al Despacho de la Magistrada Ponente doctora MONICA TERESA 
HIDALGO OVIEDO, para lo pertinente- 

 
 
 

JESÚS ANTONIO BALANTA GIL 
Secretario 

  
  

REPÚBLICA DE COLOMBIA – RAMA JUDICIAL 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA  LABORAL 
SECRETARÍA 

 

REF: PROCESO ORDINARIO                   
DTE: CARLOS ARTURO MUÑOZ MORCILLO 
DDO: EMCALI EICE ESP  
RAD: 005-2017-00317-01 

 
Santiago de Cali, trece (13) de abril de 2023 

 
Auto No. 295 

 
OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE, lo resuelto por la Honorable Corte Suprema de 
Justicia -Sala de Casación Laboral-, en su Providencia SL4044-2022 del 8 de 
noviembre de 2022, mediante el cual decidió NO CASAR del recurso de 
casación interpuesto contra la Sentencia del 19 de febrero de 2021, 
proferida por esta Sala de decisión laboral. 
 
Ejecutoriado el presente auto, vuelva el expediente a su despacho de 
origen para que continúe el trámite pertinente. 
 
 
NOTIFÍQUESE,  
  

-Firma electrónica-  
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO   

Magistrada Ponente  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 

 

REF. ORDINARIO LABORAL DE: CLARA MEJÍA RINCÓN 

VS. COLFONDOS S.A. 

LLAMADA EN GARANTIA: SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S.A. 

LITIS: YUDI MARCELA SISA VELÁSQUEZ 

RADICADO: 760013105 015 2013 00515 01 

 

 

AUTO NÚMERO 296 

 

Cali, trece (13) de abril de dos mil veintitrés (2023)  

 

Mediante memorial allegado a través de correo electrónico a la secretaria de 

la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, el 16 de diciembre de 2021, el 

apoderado judicial de AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A solicitó la 

adición o, en subsidio aclaración, aclaración de la sentencia No. 249 del 10-

12-2021, pues consideró que la Sala (M.P. MARTHA INÉS RUIZ GIRALDO) 

al proferir la decisión: 

 
1. No hizo mención a AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A.  
2. Tampoco indicó que la sentencia de primera instancia se confirmaba 

en todo lo demás. 
3. Que AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA debió ser absuelta 

también de lo pretendido en la demanda y de la llamante en garantía, 
pues no tiene ninguna responsabilidad.  
 

Solicitó en concreto:  

 

 

 



CLARA MEJÍA RINCÓN vs. COLFONDOS S.A. 
RADICADO: 76001310501520130051501 

  

M.P. Dra. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 2 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA: 

 

De conformidad con el artículo 287 del C.G.P, la adición de sentencias 

procede: 

 
<Cuando la sentencia omita resolver sobre cualquiera de los 
extremos de la litis o sobre cualquier otro punto que de 
conformidad con la ley debía ser objeto de pronunciamiento, 
deberá adicionarse por medio de sentencia complementaria, 
dentro de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte 
presentada en la misma oportunidad. 

Dentro del término de ejecutoria de la providencia que resuelva 
sobre la complementación podrá recurrirse también la 
providencia principal.= 

 

Examinada la providencia objeto de adición, su parte resolutiva expresó: 

 

  

En tanto que la providencia de primera instancia había decidido:  

1. DECLARAR PARCIALMENTE probada la excepción de prescripción 

propuesta por COLFONDO S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS 

respecto de las mesadas anteriores a agosto de 2006. 

2. Declarar que CLARA MEJÍA tiene derecho a pensión de 

sobrevivientes, en los mismos términos que se le viene cancelando 

por COLFONDOS S.A. 

3. ABSOLVER a la llamada en garantía SEGUROS DE VIDA 

COLPATRIA S.A. de las pretensiones invocadas por COLFONDOS 

S.A. 

4. COSTAS a cargo de la demandada vencida en juicio.  

 



CLARA MEJÍA RINCÓN vs. COLFONDOS S.A. 
RADICADO: 76001310501520130051501 

  

M.P. Dra. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 3 

En consecuencia, habiéndose omitido la resolución expresa de la relación 

jurídica de la llamada en garantía SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S.A., 

hoy AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., debe expresarse al 

peticionario que el artículo 66 del C.G.P. señala: 

 

<(…) En la sentencia se resolverá, cuando fuere pertinente, sobre la 

relación sustancial aducida y acerca de las indemnizaciones o 

restituciones a cargo del llamado en garantía=. 

 

De manera que la absolución del demandado principal COLFONDOS S.A. 

de todo lo pretendido por la demandante, conduce a seguir dicha suerte a la 

llamada en garantía, debiendo mantenerse la decisión tácita por la que optó 

la Sala.  

 

Conforme lo expuesto, resultan improcedentes la adición, ni la aclaración 

subsidiaria solicitada por tampoco existir puntos que ofrezcan confusión.  

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Negar, por improcedentes, la petición de adición y la subsidiaria de 

aclaración de la sentencia número 249 del 10 de diciembre de 2021, 

formuladas por SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S.A., hoy AXA 

COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 

 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE por ESTADO electrónico en la página web de la 

Rama Judicial, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para 

consultas, ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145 

 
-Firma electrónica-  

MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO   
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M.P. Dra. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 4 

Magistrada Ponente  
 
 

 
 

 

Firmado Por:

Monica Teresa Hidalgo Oviedo

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 008 Laboral

Tribunal Superior De Cali - Valle Del Cauca
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 1fde63890a0315a0d195c401507209e2287b2660e4c15b9b677ec1528d3e2d13

Documento generado en 13/04/2023 02:47:57 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica


